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I. INTRODUCCION

Franciscans International, Dominicans for Justice and Peace y Peace Brigades International  presentan al Comité de los Derechos Económicos, Sociales y Culturales hechos y consideraciones que esperan puedan contribuir a la identificación de preguntas sobre Guatemala durante el 67 periodo de pre-sesión.  
Franciscans International es una organización internacional no gubernamental fundada en 1989 y con Estatus Consultativo General con el Consejo Económico y Social de las Naciones Unidas desde 1995. FI cuenta con un equipo jurídico en Nueva York y en Ginebra que apoya a comunidades y organizaciones franciscanas y sus aliados para presentar sus preocupaciones y experticia frente a la ONU. A través del trabajo en red, construimos estrategias para abordar las causas estructurales de las violaciones de derechos humanos.
Dominicans for Justice and Peace es una asociación de derecho suizo, fundada en 1998, que fue reconocida como entidad consultiva por el ECOSOC en 2002. La asociación representa en la ONU a la congregación religiosa de los dominicos. Trabaja con los mecanismos de la ONU para apoyar el trabajo de lo(a)s dominico(a)s en todo el mundo en la protección y defensa de los derechos humanos y el medio ambiente. 

Brigadas Internacionales de Paz (PBI por sus siglas en inglés) es una organización no gubernamental, no confesional e independiente que trabaja para la protección de personas defensoras de  derechos humanos.  PBI mantiene equipos de voluntarios y voluntarias en varios países de proyectos, entre ellos en Guatemala, para acompañar a organizaciones y personas defensora atacadas y en riesgo por su defensa de los derechos humanos. Se busca por esta vía disuadir agresiones contra la defensa de derechos y abrir y mantener un espacio para la transformación pacífica de conflictos.

La información en este informe ha sido proporcionada por franciscanos, dominicos y PBI y organizaciones de base guatemaltecas.[footnoteRef:1] [1:  Incluyendo Red Nacional por la Defensa de la Soberanía Alimentaria en Guatemala, REDSAG; Asociación B'elejeb' Tz'i', Swiss Catholic Lenten Fund (Fastenopfer) and others. ] 



2. DERECHO A LA LIBRE DISPOSICIÓN DE LAS RIQUEZAS Y LOS RECURSOS NATURALES (Art. 1.2, 2.2, 11 y 15)

2.1 Consentimiento Libre, Previo e Informado 

Aunque Guatemala ratificó el Convenio 169 de la OIT en 1997,[footnoteRef:2] resulta imposible hacer una consulta legalmente fundamentada en el Convenio 169 ya que el Congreso de la República de Guatemala todavía no ha creado un Reglamento interno nacional y por ende nunca ha determinado ni la forma ni el alcance de dicha consulta. En 2014, el Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales instó al Estado el “[e]stablecimiento urgente de un mecanismo legal para realizar las consultas, de acuerdo con el Convenio no. 169 de la OIT”[footnoteRef:3] El 31 de enero del 2017, el Comité Coordinador de Asociaciones Agrícolas, Comerciales, Industriales y Financieras (CACIF) solicitó al poder Ejecutivo reglamentar la aplicación del Convenio 169. En respuesta a la solicitud del CACIF, el Ministerio del Trabajo y Previsión Social (MINTRAB) presentó el 18 de julio del 2017 una Guía Operativa para el Proceso de Consulta a Pueblos Indígenas, que contó con el apoyo del sector privado de Guatemala. El MINTRAB dio al Congreso el plazo de un año para convertir esa guía en ley.[footnoteRef:4]  El proceso fue altamente controvertido, y en muchos casos, las autoridades tradicionales de los pueblos indígenas[footnoteRef:5] mostraron su rechazo a esta iniciativa que resultó ser una copia del reglamento aprobado en Perú diseñado para favorecer a empresas extractivistas. Coinciden en que estandarizar el derecho de consulta de los pueblos indígenas, restringe, disminuye y anula el alcance y espíritu del Convenio 169 de la OIT y otros instrumentos internacionales como la Declaración de Naciones Unidas sobre Pueblos Indígenas y la Declaración de Estados Americanos sobre Derechos de los Pueblos Indígenas. Al respecto, el Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos señaló, en su informe anual 2018 que: “La “Guía sobre normas mínimas para la consulta con los pueblos indígenas” que adoptó el Ministerio de Trabajo en julio no se elaboró con arreglo a un proceso de consulta en línea con los estándares internacionales, a pesar de las reuniones celebradas en distintas regiones”.[footnoteRef:6]  [2:  Organización Internacional del Trabajo, C169 – Convenio sobre pueblos indígenas y tribales, 1989, (núm. 169), http://www.ilo.org/dyn/normlex/es/]  [3:  Naciones Unidas/Consejo Económico y Social /Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, “Observaciones finales sobre el tercer informe periódico de Guatemala [CCPR/C/GTM/CO/3]”, párr. 7, (9 de diciembre de 2014).]  [4:  “Guatemala cuenta desde hoy con una guía para llevar a cabo consultas a los pueblos indígenas sobre los proyectos que se impulsen en sus comunidades, en cumplimiento al Convenio 169 de la Organización Internacional del Trabajo (OIT).” Ver “Guatemala lanza guía para consultas a pueblos indígenas establecidas por OIT”, en Prensa Libre (18.07.2017): http://www.prensalibre.com/guatemala/politica/guatemala-lanza-guia-para-consultas-a-pueblos-indigenas-establecidas-por-oit]  [5:  Las Autoridades Ancestrales Mayas, Xincas y Garífunas, el Gobierno Ancestral Plurinacional del norte de Huehuetenango, así como la Asamblea Social y Popular]  [6:  A/HRC/37/3/Add.1, Informe anual del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos sobre las actividades de su oficina en Guatemala, 9 de febrero de 2018, para 33.] 


Hasta el día de hoy, no se ha aprobado la ley solicitada. Actualmente, hay dos iniciativas de ley sobre el tema en el Congreso, ninguna de las cuales ha sido efectivamente consultada con los pueblos indígenas. En 2018, el Comité de Derechos Humanos planteó preocupación por la falta de participación de los pueblos indígenas en dichas iniciativas.[footnoteRef:7] [7:  CCPR/C/GTM/CO/4, Observaciones finales sobre el cuarto informe periódico de Guatemala, Comité de Derechos Humanos, 7 de mayo de 2018, para 38.] 


Tras su visita en 2018 en Guatemala, la anterior Relatora Especial sobre los derechos de los pueblos indígena también expresó su preocupación por el hecho de que las discusiones sobre la consulta “parecen centrarse únicamente en aspectos de procedimiento, más que en garantizar la protección de los derechos sustantivos de los pueblos indígenas, y que se vinculan únicamente con proyectos de extracción de recursos naturales, lo que podría conducir, en último término, a que la consulta se convirtiera en un mecanismo para limitar y no para proteger los derechos de los pueblos indígenas [traducido del inglés]”.[footnoteRef:8]  [8:  https://www.ohchr.org/EN/NewsEvents/Pages/DisplayNews.aspx?NewsID=23068&LangID=E] 


De igual forma, en 2019 el Comité para la eliminación de toda forma de discriminación racial expresó su preocupación respecto de la falta de adopción de mecanismos para garantizar el respeto al derecho que tienen los pueblos indígenas a ser consultados con miras a obtener el consentimiento libre, previo e informado en Guatemala.[footnoteRef:9] Asimismo, el Comité señaló que “lamenta que políticas y programas orientados a pueblos indígenas no hayan sido debidamente consultados y (…) preocupa seriamente al Comité el impacto que tienen los proyectos de desarrollo económico sobre los territorios y recursos de pueblos indígenas, así como en sus formas tradicionales de vida y que no se realicen las consultas ni los estudios de impacto sobre derechos humanos por entes independientes y capacitados, antes de iniciar tales proyectos”.[footnoteRef:10] [9:  CERD/C/GTM/CO/16-17, Comité para la Eliminación de la Discriminación Racial, Observaciones finales sobre los informes periódicos 16ᵒ y 17ᵒ combinados de Guatemala, 27 de mayo de 20, para 19.]  [10:  Ibid.] 


2.2 Consulta de los pueblos indígenas en el contexto del complejo Oxec
Es importante mencionar que el proyecto hidroeléctrico Oxec es un caso illustrativo de la falta de consulta previa e informada. Oxec es un complejo hidroeléctrico en el que se incluyen los proyectos Oxec I (actualmente en operaciones) Oxec II (en construcción) y Oxec III (licitación otorgada y en proceso de construcción). Son propiedad de las sociedades Oxec, S.A., Oxeca II, S.A. y Oxec III, S.A., respectivamente y fueron inscritas en Guatemala entre 2011 y 2016. Las tres pertenecen al grupo Energy Resources Capital Corp (ERCC), la cual está registrada en Panamá.[footnoteRef:11]   [11:  Ver Jordi Quiles Sendra (2019), ¡Defendemos la vida! Las luchas sociales en Alta Verapaz. Edita y distribuye: PBI Guatemala. En: https://www.business-humanrights.org/sites/default/files/documents/We%20defend%20Life_cL.pdf, p. 35 En el proyecto hidroeléctrico Oxec también participa el grupo español Cobra, el cual también está involucrado en la construcción de los proyectos Renace de la Corporación Multi Inversiones. Otra empresa involucrada en la construcción es la israelita Solel Boneh. Ver Luis Solano (2018) El proyecto hidroeléctrico Oxec y la presencia israelita en Guatemala: una historia política. El Observador. Informe Especial No. 14. Guatemala. En: http://www.albedrio.org/htm/otrosdocs/comunicados/ElObservador-InformeespecialNo.14-2018.pdf] 

OXEC I y II

Uno de los puntos de mayor trascendencia en el ámbito de la consulta se relaciona con la sentencia emitida por la Corte de Constitucionalidad de Guatemala (CC) en el caso de los proyectos hidroeléctricos Oxec I y II, que se aprobaron sin consulta previa.  La CC reconoce la materia del amparo en razón de que no se realizó la consulta previa. Ordenó al Ministerio de Energía y Minas (MEM) realizar la consulta al pueblo Q’eqchi’ de Cahabón. Sin embargo, la sentencia ha sido muy criticada por permitir que las empresas siguieran construyendo y operando por el plazo de un año, mientras se realizan las consultas, siendo una clara denegación de justicia. Al respecto, la anterior Relatora Especial sobre los derechos de los pueblos indígenas avisó tras su visita a Guatemala que “de conformidad con las normas internacionales sobre los derechos de los pueblos indígenas, las consultas deben ser de buena fe, libres y previas a la iniciativa que se examina.  En este sentido, las consultas posteriores, especialmente en el caso de proyectos que aún están en funcionamiento, no cumplen con estas normas internacionales de derechos humanos. [Traducido del inglés] ”[footnoteRef:12] [12:  “End of mission statement by the United Nations Special Rapporteur on the rights of indigenous peoples, Victoria Tauli-Corpuz on her visit to Guatemala”
 https://www.ohchr.org/EN/NewsEvents/Pages/DisplayNews.aspx?NewsID=23068&LangID=E] 

La sentencia también fue cuestionada por haber identificado solo a 11 comunidades para el proceso de consulta, que según la empresa y los ministerios iban a ser afectadas por el proyecto. Una consulta se realizó en noviembre de 2017 por el MEM pero no fue llevada a cabo públicamente en todas las comunidades afectadas por las hidroeléctricas.  Miembros de la resistencia que pertenecen a las 11 comunidades reconocidas por la CC como afectados directos, no conocieron ni participaron en la realización de dicha consulta. 
Debido al incumplimiento del Estado de los derechos de los pueblos indígenas a la consulta y el consentimiento, las comunidades indígenas del pueblo Q´eqchi´ del Santa María Cahabón realizaron el 27 de agosto de 2017 una consulta Comunitaria de Buena Fe.  Los resultados de la consulta fueron 26,537 votos en contra de que se utilice el agua de los ríos Oxec y Cahabón, para la instalación y operación de hidroeléctricas Oxec I y II en el municipio, 12 votos a favor de las hidroeléctricas y 5 abstenciones. En el mes de febrero 2020 las comunidades presentaron a la nueva Corporación Municipal de Santa María Cahabón una solicitud exigiendo que se valide y ratifique la Consulta Comunitaria de Buena Fe del pueblo Q´eqchi´ y sus resultados de conformidad con el Decreto Numero 12-2002 Codigo Municipal. Hasta el momento no se abordó el tema de la validación y ratificación a nivel de Consejo Municipal, justificado por la crisis de la COVID-19. 
En 2018, el Comité de Derechos Humanos ya expresaba su preocupación por el “otorgamiento de licencias de exploración y explotación en territorios de pueblos indígenas sin que los pueblos afectados sean consultados y sin tener en cuenta los resultados de consultas comunitarias autoconvocadas.”[footnoteRef:13]  [13:  CCPR/C/GTM/CO/4, Observaciones finales sobre el cuarto informe periódico de Guatemala, Comité de Derechos Humanos, 7 de mayo de 2018, para 38.] 


OXEC III

El pasado mes de noviembre 2019, Oxec III S.A. alega haber presentado el Estudio de Impacto Ambiental al Ministerio de Ambiente y Recursos Naturales (MARN), para que este otorgue la licencia que da vía libre a la construcción de la tercera fase, sin embargo, este estudio de impacto ambiental no es accesible. La municipalidad no ha tocado el tema a nivel del Consejo y no se ha pronunciado hasta el momento. El Consejo de Autoridades Ancestrales y vecinos de Cahabón, Alta Verapaz, llegaron a la capital el 29 de agosto 2019 para manifestar su desacuerdo con la construcción del nuevo proyecto hidroeléctrico (Oxec III), el cual se consideran una ofensa más a la dignidad del pueblo Q’eqchi’ que defiende la vida de los ríos. Anunciaron la interposición de un recurso de oposición, por la instalación de la nueva hidroeléctrica sobre el Río Cahabón debido a que la empresa está violando la legislación del país al solicitar una nueva licencia cuando a la fecha hay un litigio en proceso por la edificación de la Hidroeléctrica Oxec II, Fase II, desde el 2016 debido a la denuncia del líder comunitario Bernardo Caal Xol. Los representantes de las comunidades dieron a conocer que, al igual que con los proyectos anteriores, no se les consultó sobre la construcción del nuevo proyecto hidroeléctrico.

[bookmark: move47085460]Tal como se observa, en ninguna de las etapas de los proyectos antes mencionados de Oxec I, Oxec II y Oxec III, y en ninguna de las etapas de licitación, construcción y operación, el Gobierno ha consultado a las comunidades siguiendo los requisitos establecidos por el derecho internacional de los derechos humanos y las tradiciones de los pueblos indígenas.
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· ¿Cuál es el proceso que el Estado utiliza para asegurar que todas las comunidades afectadas, particularmente las comunidades indígenas sean consultadas en todas las etapas de licitación, construcción y operación de megaproyectos de forma, libre, previa e informada de conformidad con los estándares internacionales de derechos humanos y las tradiciones de los pueblos indígenas? 
· ¿Cómo justifica el Estado que se haya limitado la participación en la consulta de noviembre de 2017 realizado por el MEM en el caso de los proyectos Oxec I y II?
· ¿Cuál ha sido el proceso de consulta para las comunidades adyacentes al Río Cahabón y los grupos indígenas afectados en el otorgamiento de las licencias de planeación, construcción y operación del proyecto Oxec III?
· ¿Cómo Guatemala planea garantizar la plena y efectiva participación de los pueblos indígenas en el proceso de elaboración de una ley para la consulta a pueblos indígenas, de conformidad con los estándares internacionales de derechos humanos y las tradiciones de los pueblos indígenas? 
3. IMPACTO AMBIENTAL Y DERECHO AL AGUA, EL CASO DEL PROYECTO OXEC (Arts. 11, 12 y 15) 
El río Cahabón se sitúa en una zona de alto interés medioambiental. Nace en la Sierra de las Minas y desemboca casi 200 kilómetros después en el lago de Izabal y para 2011 la zona por la que corre el río Cahabón albergaba en su entorno alrededor de 435,498 personas, aproximadamente el 3.1% de la población total nacional.[footnoteRef:14] Actualmente, a lo largo del río Cahabón se cuentan con hasta seis centrales hidroeléctricas, algunas ya en funcionamiento y otras en construcción, siendo los proyectos Oxec y RENACE[footnoteRef:15] los más emblemáticos. El resultado es que casi 30 kilómetros de este río se encuentran prácticamente secos. Las comunidades de la región han utilizado el río para lavar, para pescar y, sobre todo, para proveerse de agua potable tanto para consumo personal como para abastecer sus cultivos.[footnoteRef:16] [14:  La cuenca del Río Cahabón abarca 14 municipios y 3 departamentos, y un área total de 245,900 ha. Nace en la Sierra de las Minas, en la finca Patal del municipio de Purulhá, Baja Verapaz, y recorre por los municipios de Tactic, Santa Cruz Verapaz, Cobán, San Pedró Carchá, Lanquín, Cahabón, Panzós y desemboca en aguas del Río Polochic que van hacia el Lago de Izabal. Algunos de sus afluentes en el municipio de Santa María Cahabón son lor ríos Oxec, Chatelá, Actealá, Chicacjá y en total casi 50 ríos y cientos de pequeños arroyos y nacimientos de agua alimentan su caudal. Ver Simona V. Yagenova (2018) Liberemos nuestros ríos, La resistencia de las comunidades qeqchíes de Santa María Cahabón a los proyectos hidroeléctricos Oxec y Oxec II. Colectivo MadreSelva. Guatemala. En: http://www.albedrio.org/htm/documentos/MadreSelva-Liberemosnuestrosrios.pdf, p. 5]  [15:  En febrero del 2020, el Punto Nacional de Contacto (PNC) –organismo responsable de favorecer el cumplimiento de los derechos humanos por parte de las multinacionales–, que pertenece al Ministerio de Industria español, ha reconocido en un informe que el Grupo Cobra, contratista del proyecto RENACE, no actuó de forma adecuada, particularmente respecto del derecho a la consulta previa, libre e informada a las comunidades indígenas. Ver infoLibre (2020) Un informe de Industria reconoce la vulneración de los derechos de los pueblos indígenas en Guatemala por parte de una filial de Florentino Pérez. En: https://www.infolibre.es/noticias/politica/2020/02/04/el_ministerio_industria_reconoce_vulneracion_derechos_humanos_por_parte_una_filial_florentino_perez_guatemala_103586_1012.html]  [16:  Ver Patricia Macías (2018) Voces de Cahabón en defensa de sus ríos. Entremundos. En: https://www.entremundos.org/revista/wp-content/cache/all/revista/medio-ambiente/voces-de-cahabon-en-defensa-de-sus-rios/index.html] 

Se desconocen hasta el momento, si es que los hubo, los estudios de impacto ambiental en cada uno de los procesos de implementación del complejo Oxec. De igual forma, se desconocen los estudios sobre el impacto al acceso al agua potable, que generaría la licitación, construcción y operación de las demás hidroeléctricas situadas en el río Cahabón de forma conjunta. Sin embargo, para las comunidades indígenas que viven alrededor del río, las consecuencias han sido evidentes. A medida que las cuencas se secan, las comunidades pierden el acceso a sus usos tradicionales del agua (consumo, riego, ganadería, pesca, limpieza y recreación) en los que se basa su subsistencia. Esto tiene consecuencias profundas para las familias, agricultores y pescadores que dependen del río para llevar a cabo sus actividades. La pérdida del agua es total, particularmente durante la estación seca. 
Respecto del supuesto Estudio de impacto ambiental realizado por Oxec III, al cual no se ha tenido acceso, las comunidades argumentan lo siguiente[footnoteRef:17]: a) No se dado a conocer en forma detallada el proyecto a las comunidades, b) No  se realizó la consulta en las comunidades, c) Existen vacíos de información técnica, d) No existe  certeza jurídica de la propiedad de la tierra donde se tiene planificado la construcción, e)  Existen litigios pendientes, debido a que no se ha ejecutado la sentencia de la CC (Oxec II) y  f) El daño a la cuenca del río Cahabón que pone en riesgo la extinción de especies acuáticas.  [17:  Ver Rony Morales (2019) Vecinos de Cahabón rechazan construcción de la hidroeléctrica Oxec 3. Prensa Comunitaria. En: https://www.prensacomunitaria.org/vecinos-de-cahabon-rechazan-construccion-de-la-hidroelectrica-oxec-3/   ] 

Además de los problemas relacionados con la falta de estudios de impacto ambiental y de agua por parte del Estado, se adiciona el daño cultural de un pueblo cuya visión del mundo se basa en su relación con el medio ambiente.[footnoteRef:18] Los proyectos Oxec no solamente usurpan el territorio ancestral del pueblo Q’eqchi’, destruyendo cerros sagrados y afectando gravemente la biodiversidad alimentada por el sagrado río Cahabón, pero también desprecian la herencia milenaria y la atribución de los derechos de participación y de expresión que se encuentran en las comunidades indígenas desde antigüedad en dicho territorio.  Esta forma de racismo y sentido de superioridad histórico hacia los pueblos indígenas es lo que causa en gran parte la indignación de las comunidades.  [18:  Ver Jordi Quiles Sendra (2019), ¡Defendemos la vida! Las luchas sociales en Alta Verapaz. Edita y distribuye: PBI Guatemala. En: https://www.business-humanrights.org/sites/default/files/documents/We%20defend%20Life_cL.pdf, p.36] 

[bookmark: move470854601]Es extremadamente preocupante que en la coyuntura actual de restricciones severas al derecho a la libre circulación, del derecho a la asociación y del derecho a protestar pacíficamente contra las obras de las hidroeléctricas, los proyectos Oxec I, Oxec II y Oxec III sigan trabajando y sigan avanzando en su funcionamiento y construcción respectivamente aprovechándose de la imposibilidad para las comunidades de expresar su opinión en cuanto al megaproyecto. 
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· ¿Cuáles es el proceso que el Estado realiza para garantizar que los estudios de impacto ambiental se realicen en todas las etapas de licitación, construcción y operación de megaproyectos de conformidad con los estándares internacionales de derechos humanos y las tradiciones de los pueblos indígenas? 
· ¿Cómo garantiza el Estado el acceso de las comunidades afectadas a los estudios de impacto ambiental? ¿Está el Estado involucrando comunidades afectadas y sus representantes a la hora de elaborar estos estudios, para contar con su pericia sobre el medioambiente local y posibles impactos? 

4. DERECHO A LA ALIMENTACIÓN ADECUADA (ART. 11)
Se puede mencionar como un aspecto positivo e incluso exitoso la implementación de “La ventana de los 1000 días”, el cual es el período transcurrido desde el embarazo (270 días promedio) hasta los 2 años de vida de las niñas y niños (730 días).[footnoteRef:19] Sin embargo varios informes y monitoreo han señalado algunas inconsistencias. Por ejemplo: según un informe realizado por organizaciones sociales, siete de cada diez niños que son atendidos en los puntos de salud no tienen un control de peso y talla, aspectos que son necesarios para identificar casos de desnutrición crónica.[footnoteRef:20] [19:  Ver “Lanzamiento Ventana de los mil días”,
 https://www.paho.org/gut/index.php?option=com_content&view=article&id=632:lanzamiento-ventana-de-mil-dias&Itemid=405]  [20:  Ver “Informe señala escasos avances en la Ventana de los Mil Días y la atención primaria en salud”, https://www.sica.int/consulta/Noticia.aspx?Idn=118059&idm=1] 

De igual forma, se han identificado otros problemas respecto de este programa. Por ejemplo, la pertinencia cultural en relación con las comunidades, infraestructura y abastecimiento de la vitamina A, la aplicación de las vacunas después de los dos años de vida no se garantiza cuando tendrían que brindarse hasta los cinco años, no hay indicadores de calidad para saber si ha habido una reducción de la desnutrición y si ha aumentado el acceso a alimentos para las familias (particularmente si el dinero otorgado a las familias es usado en alimentos nutritivos), etc. Asimismo, este programa ha sido implementado con una perspectiva asistencialista sin incluir medidas y prácticas que mejoren las condiciones de alimentación a mediano y largo plazo, particularmente mediante la implementación de sistemas alimentarios sustentables. 
La alimentación sustentable y soberanía alimentaría son clave para que el derecho a la alimentación en las comunidades sea realizado.[footnoteRef:21] Sin embargo, estás prácticas no son priorizadas por el gobierno. El enfoque de la soberanía alimentaria contempla lo más profundo de los pueblos y los conocimientos ancestrales en materia de producción de alimentos. El gobierno ha priorizado un enfoque de seguridad alimentaria que en su aplicación vulnera la posibilidad de los pueblos de decidir sobre su alimentación y que ha implicado la introducción de transgénicos o híbridos que amenazan la biodiversidad y semillas nativas, además de la contaminación genética y de “paquetes tecnológicos” que son dañinos para la salud por contener agrotóxicos y que terminan beneficiando a la agroindustria.  [21:  Declaración de las Naciones Unidas sobre los Derechos de los Campesinos y de Otras Personas que Trabajan en las Zonas Rurales, 28 septiembre 2018, A/HRC/RES/39/12, Art. 15.4] 

Una de las instituciones encargadas de garantizar la soberanía alimentaria, las semillas nativas y criollas; y de mitigar los efectos nocivos del agro tóxicos en los cultivos en los programas de apoyo es FONTIERRA.[footnoteRef:22] Sin embargo, se desconoce de qué forma esta institución garantiza que sus programas no afecten las especies y las prácticas ancestrales de generación de semillas y evitar la contaminación genética a la producción de alimentos locales. Muchos de estos programas tendrían que estar enfocados para contrarrestar la pobreza y la desnutrición, al igual que fomentar la recuperación nutricional de la familia.  [22:  El Fondo de Tierras de acuerdo al Decreto Ley 24-99 del Congreso de la República es una institución descentralizada del Estado, y se desarrolla con base a la Agenda Estratégica 2012-2025 que se fundamenta en cuatro ejes: 1. Acceso a la tierra para el desarrollo integral y sostenible. 2. Regularización de procesos de adjudicación de tierras del Estado. 3. Desarrollo de Comunidades Agrarias Sostenible y 4. Fortalecimiento institucional para responder a las aspiraciones sociales y mandatos legales; apoyados por ejes transversales que fortalecen sus acciones] 

Asimismo, el informe “Tierra para Nosotras” menciona que en los procesos de FONTIERRA hay mecanismos de exclusión de las mujeres para registrar la tierra a su nombre o como copropietarias: entre ellos la obligación de probar en su solicitud que son mujeres campesinas; el requisito del idioma castellano, que excluye a gran número de indígenas; y la condición de formar parte de una persona jurídica tal como una Empresa Campesina Asociativa, asociación civil, cooperativa u otra forma de organización.
Recientemente, el jueves 30 de julio el Presidente oficializó el cierre de la Secretaría de Asuntos Agrarios (SAA) junto con la Secretaría de la Paz (Sepaz) y de la Comisión Presidencial de Derechos Humanos (Copredeh).[footnoteRef:23] En su lugar, creó la Comisión Presidencial para la Paz y los Derechos Humanos (Copadeh)[footnoteRef:24] que suscita fuertes dudas en las organizaciones de derechos humanos y en diputados, tanto por el proceso considerado inconforme con la ley de disolución de la institutcionalidad de los Acuerdos de Paz, como por temores por pérdida de espacio para un verdadero cumplimiento de los Acuerdos de Paz. Se desconoce hasta el momento cómo esta nueva institución pretende dar seguimiento y salida a los conflictos agrarios.  [23:  Ver “Luego de Sepaz, Copredeh y SAA, Ejecutivo anuncia cierre de la Sosep” https://republica.gt/2020/07/31/luego-de-sepaz-copredeh-y-saa-ejecutivo-anuncia-cierre-de-la-sosep/]  [24:  https://www.prensalibre.com/guatemala/politica/giammattei-cierra-tres-entidades-y-crea-una-nueva-comision-para-la-paz-y-los-derechos-humanos-breaking/] 

4.1 Derecho a la alimentación adecuada en el contexto del Covid-19    
Las disposiciones gubernamentales afectaron la movilidad de la producción agrícola indígena y campesina a nivel nacional. Las consecuencias de los cierres, las cuarentenas, toques de queda han afectado directamente a las comunidades en relación a la economía familiar y comunitaria por la restricción en la libre circulación. Socialmente ha restringido la comunicación comunitaria por la psicosis que el gobierno ha manifestado en las conferencias de prensa y que incluso ha dañado el tejido social de los pueblos indígenas.
Durante el confinamiento las empresas de alimentos y servicios están autorizadas para transitar en todo el territorio nacional. Pero, indígenas y campesinos no pueden trasladar sus productos hacia los mercados porque deben respetar el “toque de queda”. El protocolo de los permisos de transporte está pensado para empresas y supermercados, mas no así para la producción campesina o agricultura familiar. Tal como se mencionó, las mujeres indígenas son quienes en la mayoría de los casos ejercen estas labores de traslado y venta de los productos, sin embargo, con las restricciones impuestas por el gobierno, no solo se limita o restringen los pequeños ingresos económicos para las familias, sino también se limita la alimentación básica de las familias indígenas.
En las comunidades de Sololá, Totonicapán y Quiché manifestaron su inconformidad en bloquear la carretera interamericana y otras carreteras principales,[footnoteRef:25] solo con esta presión social, el gobierno de Alejandro Eduardo Giammattei Falla reconoció y autorizó la circulación del mismo. [25:  https://www.prensalibre.com/ciudades/totonicapan/con-bloqueos-de-carreteras-en-totonicapan-pobladores-piden-que-se-quite-el-toque-de-queda/] 

Lista de preguntas: 

· ¿Qué medidas ha adoptado el Estado para que el acceso a los alimentos a nivel local y la agricultura familiar y tradicional no se vea afectado por las medidas que limitan la circulación de las personas? Particularmente a pueblos indígenas? 
· ¿De qué forma se garantiza que las mujeres campesinas e indígenas tengan acceso a los programas de FONTIERRA? 
· ¿De qué manera FONTIERRA y el Estado garantiza la soberanía alimentaria y las semillas nativas y criollas en sus programas de apoyo para no afectar estas especies y las prácticas ancestrales de generación de semillas y no causar contaminación genética a la producción de alimentos locales?
· ¿Qué estudios ha realizado el Gobierno sobre el uso e impacto que los transgénicos puedan causar a la biodiversidad y medio ambiente, especialmente a las semillas y especies nativas de Guatemala?
· ¿De qué forma se consulta a los pueblos indígenas y el sector campesino sobre la adopción e implementación de legislación en materia agropecuario? Particularmente cómo se consultó a estos grupos sobre la implementación del reglamento de Bioseguridad de Organismos Vivos Modificados para usos agropecuarios?
· ¿Qué pasará con todas las creaciones y programas de la Secretaría de Asuntos Agrarios ahora que el gobierno lo suprime? ¿De qué forma se dará seguimiento a estos programas?
· ¿De qué forma el gobierno garantiza que sigan abasteciendo de alimentos y vacunas después de la aplicación del programa de la Ventana de 100 días? ¿Cuales son los indicadores que se utilizan para medir la reducción de la desnutrición y el acceso a alimentos para las familias?



5. DERECHOS DE LOS DEFENSORES DE DERECHOS HUMANOS EN RELACIÓN CON DERECHOS ECONÓMICOS, SOCIALES Y CULTURALES 

5.1 Patrón sistemático de criminalización de defensores de derechos humanos en Guatemala
En Guatemala existe un contexto de alta difamación y criminalización contra personas defensoras de derechos humanos. 
Este fenómeno es particularmente visible en el Departamento de Alta Verapaz aunque existen incidentes de esta naturaleza en todo el territorio guatemalteco. Estos últimos años, nuestras organizaciones han observado un fuerte aumento de casos de criminalización, hostigamiento y persecución de personas defensoras de la tierra y del medioambiente. En particular, han sido las personas defensoras denunciando los impactos de la implementación de megaproyectos en sus comunidades los que han sufrido de este hostigamiento, que en algunos casos incluso ha llegado a la muerte.
Hemos observado que se utiliza un patrón similar en la mayoría de los casos de criminalización de personas defensoras de derechos humanos. Primero, estos casos regularmente inician con difamaciones e intimidaciones. Segundo, los tipos penales aplicados en los patrones de criminalización usados en Guatemala incluyen la usurpación agravada, lesiones graves, robos agravados, detenciones ilegales, coacción, homicidio, intento de homicidio y amenazas. Muchas veces se busca que sean cargos que no permitan medidas sustitutivas, de tal forma que, aunque finalmente la persona defensora sea absuelta, muchas veces haya tenido que pasar un largo tiempo en la prisión.
Tercero, los retardos en los procesos judiciales por la suspensión de las audiencias llevan a un desgaste emocional, político y económico de las personas defensoras criminalizadas, de sus familias y de sus organizaciones. Muchas veces las organizaciones dedican gran parte de sus recursos – financieros y de tiempo – en la liberación de las personas criminalizadas y ya no pueden seguir al mismo nivel la defensa de su territorio y medioambiente.
Cuarto, los procesos de criminalización tienen un impacto muy fuerte en la reputación y credibilidad de las organizaciones y comunidades defensoras. Adicionalmente, el impacto psicológico en las personas defensoras, al estar aislado de sus comunidades u organizaciones, es fundamental también.
Quinto, cabe mencionar también que existen iniciativas legislativas que pretenden restringir la labor y el espacio de la sociedad civil y de las personas defensoras. En particular, podemos mencionar el Decreto 4-2020 aprobado el 11 de febrero por el Congreso de Guatemala, y sancionado el 27 de febrero, por el presidente de la República. El 2 de marzo 2020, la Corte de Constitucionalidad de Guatemala suspendió provisionalmente la promulgación de la ley por los señalamientos denunciados sobre las restricciones inconstitucionales a las libertades de asociación, expresión y protesta de la ley.[footnoteRef:26] [26:  El Decreto 4-2020 hubiera introducido reformas a la Ley de Organizaciones No Gubernamentales para el Desarrollo, conocida popularmente como Ley de ONGs, y al Código Civil. Hubiera aumentado de manera drástica el control gubernamental sobre las ONG que operan en el país. Tres Relatores Especiales de la OACNUDH se pronunciaron en marzo de 2020 para denunciar las incongruencias de la ley con respecto a los estándares internacionales de derechos humanos. En particular señalan el impacto que tendría la ley en los derechos a la libertad de reunión pacífica, asociación y expresión, así como a la criminalización de personas defensoras de derechos humanos. 
Ver también la comunicación OL GTM 2/2020 mandada por los tres Relatores Especiales sobre la iniciativa de ley al Estado guatemalteco en febrero de 2020, y Adeline Hite y Adriana Beltrán (2020) PREGUNTAS Y RESPUESTAS: La nueva ley de ONG de Guatemala. Washington Office on Latin America. En: https://www.wola.org/es/analisis/nueva-ley-ong-guatemala/] 

Sexto, también se ha pretendido dividir a las comunidades mediante distintas acciones. Con el discurso de brindar desarrollo y empleo, estas empresas otorgan trabajos, incluso temporales, en el desarrollo, construcción y operación de los proyectos. Sin embargo, una vez concluidas las obras, las instalaciones apenas necesitarán personal y éste será cualificado, por lo que no se podrá nutrir de la población local. Aquellos que tienen trabajo, aunque sea durante 15 días, son más proclives a apoyar las construcciones y oponerse directamente a sectores de su propia comunidad. Las empresas se aprovechan de estas confrontaciones para continuar con sus negocios. Asimismo, la compra de tierras impone una tensión entre los pobladores que venden y no venden. 
Para finalizar, queremos destacar que el Departamento de Alta Verapaz en Guatemala ha sido señalado por ser el departamento con el sistema de justicia más corrupto del país.[footnoteRef:27] El informe de PBI Guatemala Defendemos la Vida – Las luchas sociales en Alta Verapaz publicado en 2020 recalca que en ese departamento: “la criminalización se ha extendido de tal manera que, en ocasiones, afecta a comunidades enteras. Así, actores públicos y privados se han beneficiado y benefician de todo el poder a su alcance (incluso leyes) para obstaculizar y paralizar la resistencia de los pueblos”.[footnoteRef:28] Asimismo se utiliza el Estado de Prevención declarado para combatir la expansión del Covid y actores no estatales piden incluso la declaración del Estado de ·Excepción para poder proceder a desalojos extrajudiciales aprovechando todas las limitaciones a la protesta y defensa de las comunidades.[footnoteRef:29]  [27:  Comisión Internacional contra la Impunidad en Guatemala (CICIG), Una mirada a la justicia y el Estado en Guatemala, 2018.]  [28:  Ver el informe de PBI Guatemala: Jordi Quiles Sendra (2019), ¡Defendemos la vida! Las luchas sociales en Alta Verapaz. Edita y distribuye: PBI Guatemala. En: https://pbi-guatemala.org/sites/pbi-guatemala.org/files/Defendemos%20la%20vida_cL.pdf]  [29:  UDEFEGUA: Denuncia 02-2020; Comunicado público de la Asociación de Finqueros de Alta Verapaz llamando al Gobierno y al Ejército a declarar un Estado de Sitio para efectuar inmediatamente más desalojos en Facebook, 16 de abril 2020.] 

5.2 Caso Bernardo Caal Xol 

Uno de los casos paradigmáticos más recientes que ejemplifica el patrón antes mencionado es el caso de Bernardo Caal Xol. Bernardo es defensor de derechos humanos maya q’eqchi, y representante de las comunidades de Santa María Cahabón, departamento de Alta Verapaz, ha ejercido de forma pacífica una resistencia durante muchos años junto con la “Resistencia Pacífica de Cahabón” a la imposición de los proyectos hidroeléctricos Oxec I y Oxec II en el municipio de Santa María Cahabón, departamento de Alta Verapaz, parte del territorio maya del pueblo q’eqchi.  Ha recurrido al sistema jurídico para exigir la protección y defensa de sus ríos, sus vidas, su salud, del medio ambiente así como el derecho a la consulta de los pueblos indígenas y otros derechos humanos amenazados por la instalación de megaproyectos.[footnoteRef:30] [30:  Ver Jordi Quiles Sendra (2019), ¡Defendemos la vida! Las luchas sociales en Alta Verapaz. Edita y distribuye: PBI Guatemala. En: https://pbi-guatemala.org/sites/pbi-guatemala.org/files/Defendemos%20la%20vida_cL.pdf, págs. 34 a 42. veáse para entrevistas con Bernardo Caal: PBI Guatemala (2019 y 2020), Bernardo Caal en sus palabras. En: https://pbi-guatemala.org/es/qui%C3%A9n-acompa%C3%B1amos/resistencia-pacifica-de-cahab%C3%B3n/bernardo-caal-en-sus-palabras.] 

A raíz de su labor como defensor de derechos humanos, se iniciaron diversos eventos que llevaron a la criminalización y posterior sentencia de Bernardo. Varias relatorias especiales del sistema universal de derechos humanos enviaron una comunicacion derivado de estos acontecimientos, los cuales resumen los hechos de la siguiente forma…
“El Ministerio Público y el querellante solicitaron se condene a Bernardo a 14 años de cárcel. El día 9 de noviembre del 2018, el Juzgado 1º de Sentencia de Cobán procedió a dictar su veredicto en el caso contra el Sr. Caal Xól. El juez calificó el acto como ‘tumultuario’ y posicionó al Sr. Caal Xól como autor al señalarlo como instigador. Con base a lo anterior, se le condena a 6 años inconmutables por el delito de robo agravado de: un taladro, una caja de herramientas y cierta cantidad de fibra óptica en perjuicio de Netzone S.A., contratista de Oxec S.A. Los robos fueron probados únicamente con una declaración jurada de Netzone S.A.
Por el delito de detenciones ilegales le fue impuesta una pena de 1 año con 4 meses, sumando la totalidad de la pena los 7 años con 4 meses. No lo encontró responsable del delito de instigación a delinquir.”[footnoteRef:31] [31:  Comunicación UA GTM 16/2018, 17 de diciembre de 2018; https://spcommreports.ohchr.org/TMResultsBase/DownLoadPublicCommunicationFile?gId=24251] 

Desde la sentencia del 9 de noviembre 2018, Bernardo Caal ha permanecido en prisión. Sus abogados interpusieron un recurso de apelación, el cual hoy en día, a más de año y medio, no ha sido visto ni resuelto en las cortes. La primera audiencia sobre la apelación fue planificada para el 30 de agosto de 2019, y desde entonces ha sido suspendida y atrasada sucesivamente. Según la opinión de sus abogados, esto constituye una violación a su derecho a la defensa, a un debido proceso, a su derecho a un juicio dentro de un plazo razonable, así como de su derecho a un recurso efectivo. La audiencia de apelación estaba reprogramada para el día 21 de julio 2020 y fue nuevamente cancelada por el supuesto temor a contagiarse del coronavirus. La audiencia esta reprogramada para el 28 de agosto del 2020.[footnoteRef:32] [32:  https://m.facebook.com/story.php?story_fbid=2373565116280840&id=153273092008845&funlid=rpA1NFYetJX3az98] 

Los abogados de Bernardo Caal, ante lo que califican de fallos al debido proceso y por la preocupación de salud de las personas defensoras criminalizadas encarceladas en contexto de Covid-19 han pedido en mayo de este año, una reunión bilateral a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos para abordar entre otros temas “la negación del derecho a la revisión de la medida de coerción y el “doble estándar” del sistema judicial guatemalteco”, señalando en particular el caso de Bernardo Caal.
Asimismo, se interpuso una acción de amparo a favor de Bernardo Caal y otras personas defensoras encarceladas para conocer el riesgo de contagio de Covid-19 por las situaciones de hacinamiento y falta de higiene en las cárceles guatemaltecas.
PBI Guatemala visita desde hace dos años regularmente a Bernardo Caal en la cárcel.  Es por ello que nos consta que la cárcel de Cobán carece de las circunstancias necesarias para garantizar la salud de las personas presas en el contexto de la pandemia de Covid-19.  Tanto Bernardo Caal, como también otras personas defensoras presas en Cobán han señalado ante PBI el hacinamiento y la falta de artículos básicos de higiene personal para todos los presos. En la situación actual, esto se convierte en un riesgo de vida para los presos.
Nos parece importante mencionar que el caso de Bernardo Caal no es un caso aislado sino más bien se inscribe en un contexto de alta criminalización contra personas defensoras en Guatemala. En efecto, otras personas integrantes de la Resistencia Pacífica de Cahabón han enfrentado casos de intimidación y varios incidentes de seguridad por su lucha por el territorio, tal y como ataques con armas de fuego.



Lista de preguntas

· ¿Cuáles son las medidas de prevención y protección que el Estado ha implementado para proteger a las personas defensoras de derechos humanos? 
· ¿Cuenta el Estado de Guatemala con una política y un mecanismo de protección de las personas defensoras de derechos humanos? 
· ¿Cuándo y en qué casos se ha implementado el Protocolo 5-2018 para la Investigación de Ataques a personas Defensoras? 
· ¿Cómo el Estado garantiza plenamente el libre ejercicio de la protesta social pacífica evitando toda intimidación u hostigamiento por parte de actores estatales y no estatales? 

6. SITUACIÓN ESPECÍFICA DE COVID Y DERECHOS ECONÓMICOS, SOCIALES Y CULTURALES 

6.1 Derecho a la Salud en el contexto del COVID-19 (Art. 12)
Es evidente que en Guatemala, país con una histórica ausencia del sistema de salud, el contagio creciente del Covid-19 ha venido a sacrificar a la población más marginalizada. Si bien, familias, comunidades, municipios completos se “auto aislaron”, incluso antes de la declaratoria del “toque de queda” del gobierno central por miedo a la propagación del virus, este autoaislamiento generó otros problemas más grandes, como la falta de alimentación para la población.
Los servicios sociales, la seguridad y la sanidad no han sido fortalecidos por el gobierno ni antes ni durante la pandemia. Los pueblos indígenas y la ruralidad no han sido atendidos como tal, los indígenas que ya han padecido el virus, comentan en las comunidades que han sido discriminados en su atención médica, pero se abstienen de poner una denuncia por temor a represáliales.
Así mismo, han sido las Organizaciones No Gubernamentales y otras asociaciones[footnoteRef:33] quienes han apoyado con iniciativas de salud en varias comunidades. Estas asociaciones no están tomadas en cuenta, consultadas o apoyadas por el Estado guatemalteco. [33:  Tal es el caso de la Asociación de Servicios Comunitarios de Salud (ASECSA), la Asociación para la Promoción de la Salud y el Desarrollo Socio Económico (APROSADSE), el Movimiento Nacional de Abuelas Comadronas (NIM ALAXIK MAYAB'), la Asociación de Terapeutas Holísticos de Guatemala (ATHG) entre otros muchos más.] 

El acceso a la salud se agrava también para atender problemas no relacionados con la pandemia. La limitación y restricción del servicio de transporte público ha generado que se ponga en riesgo la vida de mujeres embarazadas que residen en comunidades muy alejadas y no han podido asistir a un centro de salud u hospital para el control durante el embarazo y/o atención de partos.
6.2 Derechos de las mujeres, niñas y niños con relación a la situación de COVID-19 (Arts. 3 y 12)
El confinamiento ha provocado el aumento de las tareas del cuidado para las mujeres en el hogar, en la comunidad y en el trabajo. En el hogar, son las mujeres las que han tenido que emplear tiempo y dinero de su presupuesto para comprar más jabón para la limpieza permanente de la familia (agua y jabón para lavar a los niños, ancianos y toda la familia y en seguimiento a las medidas para combatir la pandemia). Muchas veces esta tarea implica ir por agua a distancias bastante lejanas a la vivienda y todo se tiene que hacer en horarios permitidos para evitar las grandes multas derivadas del estado de sitio.
En el caso de que exista una persona infectada por el virus, son las mujeres quienes además de cumplir con todas sus tareas de siempre, tienen que lidiar con las medidas de protección para atender a las personas enfermas. Esto también incluye un aumento en las tareas del hogar (conseguir la leña, buscar maíz y otros productos, preparar la comida, etc.). Esto se intensifica ya que otros miembros e integrantes de las familias están viviendo en su lugar de trabajo para seguir manteniendo el sustento de las familias y por las limitaciones a la movilidad o transporte público no pueden regresar a sus hogares para ayudar en las tareas del hogar.
El confinamiento ha obligado a las mujeres a permanecer por más tiempo en sus hogares lo que implica soportar todo tipo de violencias intrafamiliares. Muchas veces las mujeres no tienen la posibilidad de ir a denunciar el caso ante las autoridades competentes o pedir ayuda a los familiares porque no hay posibilidad de transportarse por el estado de sitio. El aislamiento por la pandemia no solo ha provocado que una gran cantidad de mujeres queden totalmente incomunicadas, aunado a ello, la falta de ingreso económico impide comprar saldo telefónico para hacer denuncias telefónicas y con ello aumenta su vulnerabilidad ante todo tipo de violencia.
De forma similar, niñas y niños se encuentran en una situación vulnerable. Muchas familias han quedado separadas por el confinamiento, debido a que los padres están fuera tratando de mantener su trabajo como fuente de ingreso económico para la alimentación básica de los hijos. Estas condiciones exponen mucho más a niños y niñas que se han quedado solos en sus hogares o con familiares cercanos. En este tiempo de la pandemia, hace que muchos niños y niñas estén siendo víctimas de acoso y abuso sexual en sus hogares, sin que puedan o sepan como denunciar y/o defenderse.
También ha habido afectaciones directas para las mujeres que salen a trabajar. Además de las dificultades para llegar a trabajar y los aumentos de las labores diarias en el trabajo, gran cantidad de mujeres no han recibido los últimos salarios mensuales como consecuencia de la pandemia. A pesar de esto, sus tareas han aumentado y en otros, sus horarios laborales han sido reducidos incluso con amenazas de despedirlas de forma permanentes. Hay otros casos de mujeres que en efecto han sufrido despidos en sus trabajos o les han reducido el salario por una misma jornada laboral. Un caso alarmante es el despido de las mujeres jóvenes trabajadoras de hogar, muchas de ellas indígenas, que fueron despedidas de sus trabajos en la ciudad capital, sin salario y sin transporte para regresar a sus hogares de origen y con la excusa de que por la pandemia no tenían cómo para pagarles.
6.3 Situación de empresas nacionales y transnacionales durante el Covid-19
Las empresas nacionales y transnacionales, principalmente las agroindustriales no han parado sus actividades, solo redujeron personal, horarios y salarios. En la mayoría de los casos, recargaron el trabajo a algunos trabajadores quienes siguen laborando en situación de alto riesgo por no contar con el equipo de seguridad necesaria ante la pandemia. Muchas empresas han argumentado pérdidas económicas derivadas de la pandemia por lo que han retenido o no han pagado los salarios. Uno de los problemas más fuertes en estos momentos son los casos de despedido de personal lo que ha provocado el aumento del índice de desempleo en el país. En este sentido, los efectos de la pandemia abonan más a las grandes desigualdades socioeconómicas ya conocidas que afectan a los pueblos indígenas y a mujeres. Esto de igual forma expone a las comunidades a un mayor riesgo de contagio pues si bien las comunidades tienen restringido su derecho a la circulación, esto no es así para las y los trabajadores y actividades de las empresas. 
Específicamente en la Región de San Pedro Carchá, en la Franja Transversal del Norte, en Cahabón y el valle del Polochic, (departamento de Alta Verapaz) territorio de la nacionalidad Q’eqchi’, existen empresas nacionales y transnacionales (hidroeléctricas, palma africana, petroleras, mineras y tala de bosques) que continúan operando aun durante la pandemia a pesar de los toques de queda. Ni la Policía Nacional Civil, ni el gobernador departamental, ni los Alcaldes municipales se han pronunciado al respecto.
[bookmark: move4708620411111111]De igual manera, cientos de familias fueron afectadas por el alza injustificada de los precios de la energía eléctrica por las empresas OCSA DE ORSA y ENERGUATE. El importe subió de ochenta y cinco quetzales de luz como gasto promedio mensual, a casi trecientos o cuatrocientos quetzales de gastos. Por dichas afecciones se han puesto denuncias ante la Procuraduría de Derechos Humanos y el Ministerio Publico para su verificación ya que dichos incrementos no están justificados y no son proporcionales a los consumos.
Lista de preguntas

· ¿Qué medidas ha adoptado el gobierno para que las medidas de contingencia por el Covid-19 no afecten de manera desproporcional y discriminatoria a grupos indígenas, mujeres y niños y niñas?
· ¿ De qué forma el Estado apoya la agricultura sustentable de las familias campesinas e indígenas para atender a las necesidades de alimento? ¿De qué forma el gobierno dialoga con los campesinos para lograr este objetivo? Por ejemplo con la propuesta de mediados de abril. 
· ¿Que medidas ha adoptado el Estado para proteger de forma efectiva los derechos económicos, sociales y culturales y prevenir mas violaciones en el contexto de actividades empresariales? incluyendo durante el Covid-19?
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